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LEY 29/1987, DE 18 DE 
DICIEMBRE, DEL IMPUESTO 

SOBRE SUCESIONES Y 
DONACIONES 

 (BOE de 19 de diciembre)  
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

I 
 
El Impuesto de Sucesiones y Dona-

ciones cierra el marco de la imposición 
directa, con el carácter de tributo com-
plementario del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas; grava las adquisi-
ciones gratuitas de las personas físicas y 
su naturaleza directa, que ya se predicaba 
del hasta ahora vigente Impuesto General 
sobre las Sucesiones, resulta, asimismo, 
en la configuración de la Ley, al quedar 
determinada la carga tributaria en el mo-
mento de incrementarse la capacidad de 
pago del contribuyente. 

El Impuesto contribuye a la redistri-
bución de la riqueza, al detraerse en cada 
adquisición gratuita un porcentaje de la 
misma en favor del Tesoro Público; con 
esta finalidad, y siguiendo la pauta que 
marca el artículo 31 de la Constitución, se 
mantienen los dos principios que inspira-
ban la anterior ordenación del tributo; a 
saber, la cuantía de la adquisición patri-
monial y el grado de parentesco entre 
transmitente y adquirente, si bien este 
último se combina para tener en cuenta el 
patrimonio preexistente del contribuyente, 
cuando su cuantía exceda de 50.000.000 
de pesetas. Además, como luego se indi-
cará, se refuerza la progresividad de las 
tarifas en las adquisiciones de mayor 
importancia y se introducen reglas de 
aplicación, como las que dispone la acu-
mulación de las cantidades percibidas por 
razón de seguros sobre la vida al resto de 
los bienes y derechos que integran la 
porción hereditaria, que refuerzan el ca-
rácter redistribuidor del tributo, al mismo 

tiempo que contribuyen a mantener la 
justicia del gravamen. 

Se ha procurado la armonía con los 
demás tributos que integran la imposición 
directa, especialmente con el Impuesto 
sobre el Patrimonio al que la Ley se remi-
te en materias como la de presunciones de 
titularidad, deudas del causante y fijación 
del valor del ajuar doméstico. En cambio, 
en la valoración de los bienes y derechos 
transmitidos, a efectos de la fijación de la 
base imponible, se sigue el criterio tradi-
cional del valor real, que estimado en 
principio por los interesados, es compro-
bado por la Administración. 

 
 

 II 
 

Entre las reformas que se introducen 
por la presente Ley son de destacar las 
siguientes: 

 
 1. Una mayor precisión en la defini-

ción del hecho imponible, en el que se 
incluyen, aparte de las propias adquisicio-
nes «mortis causa», las que se produzcan 
por actos «inter vivos», respondiendo así 
a la índole del tributo, que va a recaer 
sobre todas las adquisiciones patrimonia-
les gratuitas; con ello se consigue superar 
la normativa anterior, que sujetaba las 
donaciones a un Impuesto distinto del 
General sobre las Sucesiones, aunque se 
aplicaran las tarifas de este último a la 
hora de determinar la deuda tributaria; 
situación que cambió, transitoriamente, la 
Ley 32/1980, del Impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, a la espera de la regula-
ción definitiva que estableciese el anun-
ciado Impuesto sobre Sucesiones y Dona-
ciones. La mención específica de las ad-
quisiciones realizadas por los beneficia-
rios de pólizas de seguros sobre la vida 
contribuye a esclarecer el marco impositi-
vo, ya que en la legislación hasta ahora 
vigente sólo por vía de deducción (obte-
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nida de los actos exentos y bonificados, 
principalmente) se desprendía la sujeción 
de las referidas adquisiciones. 

 
2. En orden a la delimitación del tri-

buto se destaca que el mismo se configura 
como un gravamen cuyo sujeto pasivo es 
la persona física; de ahí que los incremen-
tos gratuitos obtenidos por sociedades y 
entidades jurídicas se sometan al Impues-
to sobre Sociedades, quedando de esta 
forma coordinado el tributo con el Im-
puesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, de modo que determinadas adqui-
siciones, en lugar de tributar por este 
Impuesto, lo hacen por el de Sucesiones y 
Donaciones, cuyo carácter especial con 
respecto al general queda así resaltado. 

 
3. El ámbito territorial del Impuesto 

experimenta, asimismo, una importante 
innovación, al quedar modificado el crite-
rio para la aplicación de la legislación 
fiscal española; en efecto, la referencia a 
la nacionalidad se sustituye por la resi-
dencia efectiva, con lo que se consigue no 
sólo una adaptación a lo dispuesto en el 
artículo 21 de la Ley General Tributaria 
para los impuestos que tengan naturaleza 
personal, sino también un entronque, sin 
duda necesario, con la legislación extran-
jera más próxima y con lo ya pactado en 
los Convenios suscritos por España para 
evitar la doble imposición. 

 
4. La tendencia a la personalización 

del tributo tiene su principal manifesta-
ción en la supresión de exenciones. Al 
quedar al margen del tributo los incre-
mentos de patrimonio obtenidos por las 
personas jurídicas, quedan sin sentido las 
exenciones contenidas en la normativa 
hasta ahora vigente en favor de las mis-
mas, pero también se eliminan las demás 
exenciones objetivas que serían aplicables 
a las personas físicas (con la única excep-
ción que supone el mantenimiento de los 
beneficios que la vigente legislación esta-

blece en favor de la explotación familiar 
agraria), por entender que no encajan bien 
en la nueva ordenación del Impuesto. 

 
5. En la regulación de los elementos 

cuantitativos de la obligación tributaria, la 
Ley impone a los interesados la obliga-
ción de consignar en sus declaraciones el 
valor real que atribuyen a los bienes y 
derechos adquiridos, pero reserva a la 
Administración la facultad de comprobar 
ese valor por los medios generales a que 
se refiere el artículo 52 de la Ley General 
Tributaria. Se sigue con ello el criterio 
tradicional de que la base imponible en el 
Impuesto sobre las Sucesiones y Dona-
ciones está constituida por el valor real de 
los bienes y derechos, por lo que se dedu-
cen las cargas y deudas que minoran ese 
valor. Por otra parte, se aprovechan los 
cambios en la titularidad de los bienes 
para actualizar la base imponible en el 
Impuesto sobre el Patrimonio y, en conse-
cuencia, el valor que se obtenga de la 
comprobación se declara aplicable en el 
mismo para efectos de la liquidación a 
girar a cargo de los adquirentes. 

 
6. Es la tarifa del Impuesto lo que, sin 

duda, ofrece mayor novedad, por haberse 
plasmado en ella importantes avances de 
la técnica tributaria para conseguir la 
progresividad y una mejor distribución de 
la carga fiscal, acentuándose de esta for-
ma la función social que persigue este 
Impuesto. Se eliminan, en primer lugar, 
los defectos de las anteriores tarifas, que 
no permitían obtener una auténtica pro-
gresividad; en segundo lugar y respon-
diendo a la necesidad de perfeccionar la 
escala de tributación, desaparecen deter-
minadas reglas que conducían a un de-
sigual reparto del gravamen, como la que 
establecía un recargo en las sucesiones 
abintestado en favor de los parientes cola-
terales en tercer o cuarto grado del cau-
sante y la que disponía la aplicación de un 
gravamen especial sobre las adquisiciones 
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gratuitas que excedieran de 10.000.000 de 
pesetas. 

 
Pero la novedad fundamental de la 

Ley consiste en el establecimiento de una 
tarifa única, con tipos progresivos en 
función de la cuantía de la base liquida-
ble, que sustituye las siete existentes ante-
riormente. Con el fin de lograr una prime-
ra progresividad, adaptada a la actual 
estructura económica de la sociedad espa-
ñola, los primeros diez escalones de la 
tarifa están constituidos por tramos de 
base de 1.000.000 de pesetas cada uno, a 
los que se aplican tipos que crecen muy 
moderadamente, lo que beneficiará a los 
sujetos pasivos que adquieran incremen-
tos de patrimonio de menor cuantía eco-
nómica. Para acentuar, después, la progre-
sividad que resulta de la simple aplicación 
de la tarifa y adaptarla, según el criterio 
tradicional, al grado de parentesco, la Ley 
dispone la aplicación de unos coeficientes 
multiplicadores que son distintos para 
cada uno de los grupos que establece. 
Sólo cuando el patrimonio preexistente 
del adquirente es de cierta importancia, el 
coeficiente se incrementa ligeramente. 

 Novedad también, y de importante 
significación en la ordenación del tributo, 
es el establecimiento, cuando se trata de 
adquisiciones «mortis causa», de unos 
mínimos exentos de considerable impor-
tancia, que se estructuran en forma de 
reducciones de la base imponible y que se 
modulan en función de los grupos de 
parientes que se indican, si bien cuando se 
trata de descendientes menores de vein-
tiún años, se tiene en cuenta la menor 
edad del adquirente para incrementar la 
reducción, por entender que la ley debe 
tener en cuenta las situaciones de mayor 
desamparo económico. 

Por lo demás, y como es obvio, la Ley 
equipara las diversas especies de filiación, 
acomodándose a lo dispuesto en el artícu-
lo 39 de la Constitución y en la Ley 
11/1981, de 13 de mayo. 

 
7. La Ley dedica un capítulo a la ges-

tión del Impuesto, en el que se contienen 
normas generales sobre liquidación y 
pago del tributo. Como novedad, y con 
independencia de limitar las competencias 
en materia de liquidación a las oficinas de 
la hacienda estatal o de las Comunidades 
Autónomas, se prevé la posibilidad de 
implantar, con carácter general o particu-
lar, el régimen de autoliquidación y se 
contemplan de modo especial casos en los 
que será posible practicar liquidaciones 
parciales provisionales a cuenta de las 
definitivas que deban girarse en su mo-
mento. 

 Atención especial se dedica a las 
normas sobre plazos para el pago del 
Impuesto y, en su caso, sobre su aplaza-
miento o fraccionamiento. Siguiendo una 
tendencia ya iniciada, se unifican los 
plazos para el ingreso con los generales 
establecidos en el Reglamento de Recau-
dación, aunque se prevé la posibilidad de 
que con la implantación del régimen de 
autoliquidación se puedan establecer 
plazos especiales para la presentación de 
la declaración-liquidación. 

En materia de aplazamiento y fraccio-
namiento de pago, la Ley dispone expre-
samente que puedan aplicarse las normas 
generales del Reglamento de Recauda-
ción, pero sin perjuicio de ello recoge los 
dos supuestos tradicionales de aplaza-
miento y fraccionamiento de pago conce-
didos por las Oficinas Liquidadoras, y 
como novedad establece un sistema que 
tiende a facilitar el pago del tributo en los 
casos de transmisión de empresas familia-
res o de transmisión por herencia de la 
vivienda habitual del causante. 

 
8. La presente Ley ha procurado reco-

ger aquellas materias que específicamente 
afectan al Impuesto, remitiéndose a la Ley 
General Tributaria, al objeto de procurar 
un tratamiento homogéneo de los compo-
nentes de la deuda tributaria comunes a la 
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mayoría de los impuestos integrantes del 
sistema fiscal. 

 
 

III 
 

Por último, queda por indicar que la 
Ley pretende contener la regulación jurí-
dica básica del Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones, abarcando aquellas mate-
rias incluidas en el ámbito de la reserva de 
Ley a que hace referencia el artículo 10 de 
la Ley General Tributaria, es decir, los 
elementos esenciales del tributo y los que 
afectan a la cuantía de la deuda, remitien-
do su desarrollo reglamentario al Go-
bierno, que, con la garantía que supone la 
intervención del Consejo de Estado, ela-
borará un texto en el que se regulen con 
mayor detalle las distintas situaciones que 
pueda plantear la aplicación de la Ley. 

 
 

CAPÍTULO PRIMERO 
 

Disposiciones generales 
 

Artículo 1. Naturaleza y objeto. 
El Impuesto sobre Sucesiones y Do-

naciones, de naturaleza directa y subjeti-
va, grava los incrementos patrimoniales 
obtenidos a título lucrativo por personas 
físicas, en los términos previstos en la 
presente Ley. 

 
Artículo 2. Ambito territorial. 
1. El Impuesto sobre Sucesiones y 

Donaciones se exigirá en todo el territorio 
español, sin perjuicio de lo dispuesto en 
los regímenes tributarios forales de Con-
cierto y Convenio Económico vigentes en 
los Territorios Históricos del País Vasco y 
la Comunidad Foral de Navarra, respecti-
vamente, y de lo dispuesto en los Tratados 
o Convenios internacionales que hayan 
pasado a formar parte del ordenamiento 
interno. 

 

2. La cesión del Impuesto a las Co-
munidades Autónomas se regirá por lo 
dispuesto en las normas reguladoras de la 
Cesión de Tributos del Estado a las Co-
munidades Autónomas y tendrá el alcance 
y condiciones que para cada una de ellas 
establezca su específica Ley de Cesión. 

 
CAPÍTULO II  

 
Hecho imponible 

Artículo 3. Hecho imponible. 
1. Constituye el hecho imponible: 
a) La adquisición de bienes y derechos 

por herencia, legado o cualquier otro 
título sucesorio. 

b) La adquisición de bienes y derechos 
por donación o cualquier otro negocio 
jurídico a título gratuito, «intervivos». 

c) La percepción de cantidades por los 
beneficiarios de contratos de seguros 
sobre la vida, cuando el contratante sea 
persona distinta del beneficiario, salvo los 
supuestos expresamente regulados en el 
artículo 16.2, a), de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas 
(...). 

 
2. Los incrementos de patrimonio a 

que se refiere el número anterior, obteni-
dos por personas jurídicas, no están suje-
tos a este impuesto y se someterán al 
Impuesto sobre Sociedades. 

 
Artículo 4. Presunciones de hechos 

imponibles. 
1. Se presumirá la existencia de una 

transmisión lucrativa cuando de los regis-
tros fiscales o de los datos que obren en la 
Administración resultare la disminución 
del patrimonio de una persona y simultá-
neamente o con posterioridad, pero siem-
pre dentro del plazo de prescripción del 
artículo 25, el incremento patrimonial 
correspondiente en el cónyuge, descen-
dientes, herederos o legatarios. 
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2. En las adquisiciones a título onero-
so realizadas por los ascendientes como 
representantes de los descendientes meno-
res de edad, se presumirá la existencia de 
una transmisión lucrativa a favor de éstos 
por el valor de los bienes o derechos 
transmitidos, a menos que se pruebe la 
previa existencia de bienes o medios 
suficientes del menor para realizarla y su 
aplicación a este fin. 

 
3. Las presunciones a que se refieren 

los números anteriores se pondrán en 
conocimiento de los interesados para que 
puedan formular cuantas alegaciones y 
pruebas estimen convenientes a su dere-
cho, antes de girar las liquidaciones co-
rrespondientes. 

 
CAPÍTULO III 

 
Sujetos pasivos y responsables 

 
 

Artículo 5. Sujetos pasivos. 
Estarán obligados al pago del Impues-

to a título de contribuyentes, cuando sean 
personas físicas:  

a) En las adquisiciones «mortis cau-
sa», los causahabientes. 

b) En las donaciones y demás trans-
misiones lucrativas «inter vivos» equipa-
rables, el donatario o el favorecido por 
ellas. 

c) En los seguros sobre la vida, los 
beneficiarios.  

 
Artículo 6. Obligación personal. 
1. A los contribuyentes que tengan su 

residencia habitual en España se les exigi-
rá el Impuesto por obligación personal, 
con independencia de dónde se encuen-
tren situados los bienes o derechos que 
integren el incremento de patrimonio 
gravado. 

 
2. Para la determinación de la resi-

dencia habitual se estará a lo establecido 

en las normas del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas. 

 
3. Los representantes y funcionarios 

del Estado español en el extranjero queda-
rán sujetos a este Impuesto por obligación 
personal, atendiendo a idénticas circuns-
tancias y condiciones que las establecidas 
para tales sujetos pasivos en las normas 
del Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas. 

 
Artículo 7. Obligación real. 
A los contribuyentes no incluidos en 

el artículo inmediato anterior se les exigi-
rá el Impuesto, por obligación real, por la 
adquisición de bienes y derechos, cual-
quiera que sea su naturaleza, que estuvie-
ran situados, pudieran ejercitarse o hubie-
ran de cumplirse en territorio español, así 
como por la percepción de cantidades 
derivadas de contratos de seguros sobre la 
vida cuando el contrato haya sido realiza-
do con entidades aseguradoras españolas 
o se haya celebrado en España con enti-
dades extranjeras que operen en ella. 

 
Artículo 8. Responsables subsidia-

rios. 
1. Serán subsidiariamente responsa-

bles del pago del impuesto, salvo que 
resultaren de aplicación las normas sobre 
responsabilidad solidaria de la Ley Gene-
ral Tributaria: 

a) En las transmisiones «mortis causa» 
de depósitos, garantías o cuentas corrien-
tes, los intermediarios financieros y las 
demás entidades o personas que hubieren 
entregado el metálico y valores deposita-
dos o devuelto las garantías constituidas. 

A estos efectos no se considerará en-
trega de metálico o de valores deposita-
dos, ni devolución de garantías, el libra-
miento de cheques bancarios con cargo a 
los depósitos, garantías o al resultado de 
la venta de los valores que sea necesario, 
que tenga como exclusivo fin el pago del 
propio Impuesto sobre Sucesiones y Do-
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naciones que grave la transmisión «mortis 
causa», siempre que el cheque sea expe-
dido a nombre de la Administración 
acreedora del impuesto. 

b) En las entregas de cantidades a 
quienes resulten beneficiarios como here-
deros o designados en los contratos, las 
entidades de seguros que las verifiquen. 

A estos efectos no se considerará en-
trega de cantidades a los beneficiarios de 
contratos de seguro el pago a cuenta de la 
prestación que tenga como exclusivo fin 
el pago del propio Impuesto sobre Suce-
siones y Donaciones que grave la percep-
ción de dicha prestación, siempre que se 
realice mediante la entrega a los benefi-
ciarios de cheque bancario expedido a 
nombre de la Administración acreedora 
del impuesto. 

c) Los mediadores en la transmisión 
de títulos valores que formen parte de la 
herencia. 

A estos efectos no se considerará que 
estos mediadores son responsables del 
tributo cuando se limiten a realizar, por 
orden de los herederos, la venta de los 
valores necesarios que tenga como exclu-
sivo fin el pago del propio Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones que grave la 
transmisión «mortis causa», siempre que 
contra el precio obtenido en dicha venta 
se realice la entrega a los beneficiarios de 
cheque bancario expedido a nombre de la 
Administración acreedora del impuesto. 

 
2. Será también responsable subsidia-

rio el funcionario que autorizase el cam-
bio de sujeto pasivo de cualquier tributo o 
exacción estatal, autonómica o local, 
cuando tal cambio suponga, directa o 
indirectamente, una adquisición gravada 
por el presente Impuesto y no hubiere 
exigido previamente la justificación del 
pago del mismo. 

 
 
 
 

CAPÍTULO IV 
 

Base imponible 
 
 

SECCIÓN 1.ª NORMAS GENERALES 
 
 
Artículo 9. Base imponible. 
Constituye la base imponible del Im-

puesto: 
a) En las transmisiones «mortis cau-

sa», el valor neto de la adquisición indivi-
dual de cada causahabiente, entendiéndo-
se como tal el valor real de los bienes y 
derechos minorado por las cargas y deu-
das que fueren deducibles. 

b) En las donaciones y demás trans-
misiones lucrativas «inter vivos» equipa-
rables, el valor neto de los bienes y dere-
chos adquiridos, entendiéndose como tal 
el valor real de los bienes y derechos 
minorado por las cargas y deudas que 
fueren deducibles. 

c) En los seguros sobre la vida, las 
cantidades percibidas por el beneficiario. 
Las cantidades percibidas por razón de 
seguros sobre la vida se liquidarán acu-
mulando su importe al del resto de los 
bienes y derechos que integran la porción 
hereditaria del beneficiario cuando el 
causante sea, a su vez, el contratante del 
seguro individual o el asegurado en el 
seguro colectivo. 

 
 

Artículo 10. Determinación de la ba-
se. 

Con carácter general, la base imponi-
ble se determinará por la Administración 
Tributaria en régimen de estimación di-
recta sin más excepciones que las deter-
minadas en esta Ley y en las normas 
reguladoras del régimen de estimación 
indirecta de bases imponibles. 
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SECCIÓN 2.ª NORMAS ESPECIALES 
PARA ADQUISICIONES 

 «MORTIS CAUSA» 
 

Artículo 11. Adición de bienes. 
 1. En las adquisiciones «mortis cau-

sa», a efectos de la determinación de la 
participación individual de cada causaha-
biente, se presumirá que forman parte del 
caudal hereditario: 

a) Los bienes de todas clases que hu-
biesen pertenecido al causante de la suce-
sión hasta un año antes de su fallecimien-
to, salvo prueba fehaciente de que tales 
bienes fueron transmitidos por aquél y de 
que se hallan en poder de persona distinta 
de un heredero, legatario, pariente dentro 
del tercer grado o cónyuge de cualquiera 
de ellos o del causante. Esta presunción 
quedará desvirtuada mediante la justifica-
ción suficiente de que en el caudal figuran 
incluidos el metálico u otros bienes su-
brogados en el lugar de los desaparecidos 
con valor equivalente. 

b) Los bienes y derechos que durante 
los tres años anteriores al fallecimiento 
hubieran sido adquiridos a título oneroso 
en usufructo por el causante y en nuda 
propiedad por un heredero, legatario, 
pariente dentro del tercer grado o cónyuge 
de cualquiera de ellos o del causante.  

c) Los bienes y derechos que hubieran 
sido transmitidos por el causante durante 
los cuatro años anteriores a su falleci-
miento, reservándose el usufructo de los 
mismos o de otros del adquirente o cual-
quier otro derecho vitalicio, salvo cuando 
se trate de seguros de renta vitalicia con-
tratados con entidades dedicadas legal-
mente a este género de operaciones; y 

d) Los valores y efectos depositados y 
cuyos resguardos se hubieren endosado, si 
con anterioridad al fallecimiento del en-
dosante no se hubieren retirado aquéllos o 
tomado razón del endoso en los libros del 
depositario, y los valores nominativos que 
hubieren sido igualmente objeto de endo-
so, si la transferencia no se hubiere hecho 

constar en los libros de la entidad emisora 
con anterioridad también al fallecimiento 
del causante. 

No tendrá lugar esta presunción cuan-
do conste de un modo suficiente que el 
precio o equivalencia del valor de los 
bienes o efectos transmitidos se ha incor-
porado al patrimonio del vendedor o ce-
dente y figura en el inventario de su he-
rencia, que ha de ser tenido en cuenta para 
la liquidación del Impuesto, o si se justifi-
ca suficientemente que la retirada de 
valores o efectos o la toma de razón del 
endoso no ha podido verificarse con ante-
rioridad al fallecimiento del causante por 
causas independientes de la voluntad de 
éste y del endosatario. Lo dispuesto en 
este párrafo se entenderá sin perjuicio de 
lo prevenido bajo las letras a), b) y c) 
anteriores. 

 
2. El adquirente y los endosatarios a 

que se refieren los apartados c) y d) pre-
cedentes serán considerados como legata-
rios si fuesen personas distintas del here-
dero. 

 
3. Cuando en cumplimiento de lo dis-

puesto en este artículo resultare exigible 
por el Impuesto sobre Sucesiones y Dona-
ciones una cuota superior a la que se 
hubiere obtenido, en su caso, en el Im-
puesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados, lo satis-
fecho por este último se deducirá de lo 
que corresponda satisfacer por aquél. 

 
4. Si los interesados rechazasen la in-

corporación al caudal hereditario de bie-
nes y derechos en virtud de las presuncio-
nes establecidas en este artículo, se ex-
cluirá el valor de éstos de la base imponi-
ble, hasta la resolución definitiva en vía 
administrativa de la cuestión suscitada. 

 
5. Asimismo, serán de aplicación, en 

su caso, las presunciones de titularidad o 
cotitularidad contenidas en la Ley General 
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Tributaria y en la Ley del Impuesto sobre 
el Patrimonio Neto. 

 
Artículo 12. Cargas deducibles. 
Del valor real de los bienes, única-

mente serán deducibles las cargas o gra-
vámenes de naturaleza perpetua, temporal 
o redimibles que aparezcan directamente 
establecidos sobre los mismos y disminu-
yan realmente su capital o valor, como los 
censos y las pensiones, sin que merezcan 
tal consideración las cargas que constitu-
yan obligación personal del adquirente ni 
las que, como las hipotecas y las prendas, 
no suponen disminución del valor de lo 
transmitido, sin perjuicio, en su caso, de 
que las deudas que garanticen puedan ser 
deducidas si concurren los requisitos 
establecidos en el artículo siguiente. 

 
Artículo 13. Deudas deducibles. 
1. En las transmisiones por causa de 

muerte, a efectos de la determinación del 
valor neto patrimonial, podrán deducirse 
con carácter general las deudas que dejare 
contraídas el causante de la sucesión 
siempre que su existencia se acredite por 
documento público o por documento 
privado que reúna los requisitos del ar-
tículo 1.227 del Código Civil o se justifi-
que de otro modo la existencia de aquélla, 
salvo las que lo fuesen a favor de los 
herederos o de los legatarios de parte 
alícuota y de los cónyuges, ascendientes, 
descendientes o hermanos de aquéllos 
aunque renuncien a la herencia. La Admi-
nistración podrá exigir que se ratifique la 
deuda en documento público por los here-
deros, con la comparecencia del acreedor. 

 
2. En especial, serán deducibles las 

cantidades que adeudare el causante por 
razón de tributos del Estado, de Comuni-
dades Autónomas o de Corporaciones 
Locales o por deudas de la Seguridad 
Social y que se satisfagan por los herede-
ros, albaceas o administradores del caudal 
hereditario, aunque correspondan a liqui-

daciones giradas después del fallecimien-
to. 

 
Artículo 14. Gastos deducibles. 
En las adquisiciones por causa de 

muerte son deducibles para la determina-
ción de la base imponible: 

 
a) Los gastos que cuando la testamen-

taría o abintestato adquieran carácter 
litigioso se ocasionen en el litigio en inte-
rés común de todos los herederos por la 
representación legítima de dichas testa-
mentarías o abintestatos, excepto los de 
administración del caudal relicto, siempre 
que resulten aquéllos cumplidamente 
justificados con testimonio de los autos. 

 
b) Los gastos de última enfermedad, 

entierro y funeral, en cuanto se justifi-
quen. Los de entierro y funeral deberán 
guardar, además, la debida proporción 
con el caudal hereditario, conforme a los 
usos y costumbres de la localidad. 

 
Artículo 15. Ajuar doméstico. 
El ajuar doméstico formará parte de la 

masa hereditaria y se valorará en el tres 
por ciento del importe del caudal relicto 
del causante, salvo que los interesados 
asignen a este ajuar un valor superior o 
prueben fehacientemente su inexistencia o 
que su valor es inferior al que resulte de la 
aplicación  del referido porcentaje. 

 
 

SECCIÓN 3.ª NORMAS ESPECIALES 
PARA TRANSMISIONES  

LUCRATIVAS  «INTER VIVOS» 
 

Artículo 16. Cargas deducibles. 
En las donaciones y demás transmi-

siones lucrativas «inter vivos» equipara-
bles, del valor real de los bienes y dere-
chos adquiridos se deducirán las cargas 
que reúnan los requisitos establecidos en 
el artículo 12 de esta Ley. 
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Artículo 17. Deudas deducibles. 
Del valor de los bienes donados o ad-

quiridos por otro título lucrativo «inter 
vivos» equiparable, sólo serán deducibles 
las deudas que estuviesen garantizadas 
con derechos reales que recaigan sobre los 
mismos bienes transmitidos, en el caso de 
que el adquirente haya asumido fehacien-
temente la obligación de pagar la deuda 
garantizada. 

Si no asumiese fehacientemente esta 
obligación no será deducible el importe de 
la deuda, sin perjuicio del derecho del 
adquirente a la devolución de la porción 
de la cuota tributaria correspondiente a 
dicho importe, si acreditase fehaciente-
mente el pago de la deuda por su cuenta 
dentro del plazo de prescripción del Im-
puesto. Reglamentariamente se regulará la 
forma de practicar la devolución. 

 
SECCIÓN 4.ª COMPROBACIÓN DE 

VALORES 
 

Artículo 18. Normas generales. 
1. La Administración podrá compro-

bar el valor de los bienes y derechos 
transmitidos por los medios de comproba-
ción establecidos en el artículo [57] de la 
Ley General Tributaria. 

 
2. Los interesados deberán consignar 

en la declaración que están obligados a 
presentar según el artículo 31 el valor real 
que atribuyen a cada uno de los bienes y 
derechos incluidos en la declaración del 
impuesto. Este valor prevalecerá sobre el 
comprobado si fuese superior. 

Si el valor al que se refiere el párrafo 
anterior no hubiera sido comunicado, se 
les concederá un plazo de diez días para 
que subsanen la omisión. 

 
3. ….... 
 
4. No se aplicará sanción sobre la par-

te de cuota que corresponda al mayor 
valor obtenido de la comprobación sobre 

el declarado cuando el sujeto pasivo se 
hubiese ajustado en su declaración a las 
reglas de valoración establecidas en el 
Impuesto sobre el Patrimonio Neto.1 

 
Artículo 19. Derecho de adquisición 

por la Administración. 
.................. 
 
 

CAPÍTULO V 
 

Base liquidable 
 
 

Artículo 20. Base liquidable.2 
1. En las adquisiciones gravadas por 

este impuesto, la base liquidable se ob-
tendrá aplicando en la base imponible las 
reducciones que, conforme a lo previsto 
en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, 
por la que se regulan las medidas fiscales 
y administrativas del nuevo sistema de 
financiación de las Comunidades Autó-
nomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía, hayan sido apro-
badas por la Comunidad Autónoma. Estas 
reducciones se practicarán por el siguiente 
orden: en primer lugar, las del Estado y, a 
continuación, las de las Comunidades 
Autónomas. 

 
2. En las adquisiciones «mortis cau-

sa», incluidas las de los beneficiarios de 
pólizas de seguros de vida, si la Comuni-

                                                 
 
1 

Véase el apéndice al Real Decreto Legis-
lativo 1/1993, de 24 de septiembre, por que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Im-
puesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados. 

2 
Véase la Resolución 2/1999, de 23 de 

marzo, de la Dirección General de Tributos, 
relativa a la aplicación de las reducciones en la 
base imponible del Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones. 
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dad Autónoma no hubiese regulado las 
reducciones a que se refiere el apartado 
anterior o no resultase aplicable a los 
sujetos pasivos la normativa propia de la 
Comunidad, se aplicarán las siguientes 
reducciones: 

 
a) La que corresponda de las incluidas 

en los grupos siguientes: 
Grupo I: adquisiciones por descen-

dientes y adoptados menores de veintiún 
años, 15.956,87 euros, más 3.990,72 eu-
ros por cada año menos de veintiuno que 
tenga el causahabiente, sin que la reduc-
ción pueda exceder de 47.858,59 euros. 

Grupo II: adquisiciones por descen-
dientes y adoptados de veintiuno o más 
años, cónyuges, ascendientes y adoptan-
tes, 15.956,87 euros. 

Grupo III: adquisiciones por colatera-
les de segundo y tercer grado3, ascendien-
tes y descendientes por afinidad, 7.993,46 
euros. 

Grupo IV: en las adquisiciones por co-
laterales de cuarto grado, grados más 
distantes y extraños, no habrá lugar a 
reducción. 

Se aplicará, además de las que pudie-
ran corresponder en función del grado de 
parentesco con el causante, una reducción 
de 47.858,59 euros a las personas que 
tengan la consideración legal de minusvá-
lidos, con un grado de discapacidad igual 
o superior al 33 por 100 e inferior al 65 
por 100, de acuerdo con el baremo a que 
se refiere el artículo 148 del texto refun-
dido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio; la 
reducción será de 150.253,03 euros para 
aquellas personas que, con arreglo a la 

                                                 
 
3 Entre los colaterales de segundo y tercer 

grado se deben incluir tanto lo que tienen 
parentesto por consanguinidad como por afini-
dad. 

normativa anteriormente citada, acrediten 
un grado de minusvalía igual o superior al 
65 por 100. 

 
b) Con independencia de las reduccio-

nes anteriores, se aplicará una reducción 
del 100 por ciento, con un límite de 
9.195,49 euros, a las cantidades percibi-
das por los beneficiarios de contratos de 
seguros sobre vida, cuando su parentesco 
con el contratante fallecido sea de cónyu-
ge, ascendiente, descendiente, adoptante o 
adoptado. En los seguros colectivos o 
contratados por las empresas a favor de 
sus empleados se estará al grado de paren-
tesco entre el asegurado fallecido y bene-
ficiario. 

La reducción será única por sujeto pa-
sivo cualquiera que fuese el número de 
contratos de seguros de vida de los que 
sea beneficiario, y no será aplicable cuan-
do éste tenga derecho a la establecida en 
la disposición transitoria cuarta de esta 
ley. 

La misma reducción será en todo caso 
aplicable a los seguros de vida que traigan 
causa en actos de terrorismo, así como en 
servicios prestados en misiones interna-
cionales humanitarias o de paz de carácter 
público, y no estará sometida al límite 
cuantitativo establecido en el primer pá-
rrafo de esta letra, siendo extensible a 
todos los posibles beneficiarios, sin que 
sea de aplicación lo previsto en la dispo-
sición transitoria cuarta de esta ley. 

 
c) En los casos en los que en la base 

imponible de una adquisición «mortis 
causa» que corresponda a los cónyuges, 
descendientes o adoptados de la persona 
fallecida, estuviese incluido el valor de 
una empresa individual, de un negocio 
profesional o participaciones en entida-
des, a los que sea de aplicación la exen-
ción regulada en el apartado octavo del 
artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 de 
junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, o 
el valor de derechos de usufructo sobre 
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los mismos, o de derechos económicos 
derivados de la extinción de dicho usu-
fructo, siempre que con motivo del falle-
cimiento se consolidara el pleno dominio 
en el cónyuge, descendientes o adoptados, 
o percibieran éstos los derechos debidos a 
la finalización del usufructo en forma de 
participaciones en la empresa, negocio o 
entidad afectada, para obtener la base 
liquidable se aplicará en la imponible, con 
independencia de las reducciones que 
procedan de acuerdo con los apartados 
anteriores, otra del 95 por 100 del men-
cionado valor, siempre que la adquisición 
se mantenga, durante los diez años si-
guientes al fallecimiento del causante, 
salvo que falleciera el adquirente dentro 
de ese plazo.4 

                                                 
 
4
 A estos efectos, la Ley del Impuesto so-

bre el Patrimonio establece:  
« Artículo 4. Bienes y derechos exentos. 
Estarán exentos de este Impuesto: 
Ocho. 1. Los bienes y derechos de las per-

sonas físicas necesarios para el desarrollo de 
su actividad empresarial o profesional, siempre 
que ésta se ejerza de forma habitual, personal 
y directa por el sujeto pasivo y constituya su 
principal fuente de renta. A efectos del cálculo 
de la principal fuente de renta, no se compu-
tarán ni las remuneraciones de las funciones de 
dirección que se ejerzan en las entidades a que 
se refiere el número dos de este apartado, ni 
cualesquiera otras remuneraciones que traigan 
su causa de la participación en dichas entida-
des. 

También estarán exentos los bienes y de-
rechos comunes a ambos miembros del matri-
monio, cuando se utilicen en el desarrollo de la 
actividad empresarial o profesional de cual-
quiera de los cónyuges, siempre que se cum-
plan los requisitos del párrafo anterior. 

 
2. La plena propiedad, la nuda propiedad y 

el derecho de usufructo vitalicio sobre las 
participaciones en entidades, con o sin cotiza-
ción en mercados organizados, siempre que 
concurran las condiciones siguientes:  

                                                          
 
a) Que la entidad, sea o no societaria, no 

tenga por actividad principal la gestión de un 
patrimonio mobiliario o inmobiliario. Se en-
tenderá que una entidad gestiona un patrimo-
nio mobiliario o inmobiliario y que, por lo 
tanto, no realiza una actividad económica 
cuando concurran, durante más de 90 días del 
ejercicio social, cualquiera de las condiciones 
siguientes:  

Que más de la mitad de su activo esté 
constituido por valores o  

Que más de la mitad de su activo no esté 
afecto a actividades económicas.  

A los efectos previstos en esta letra:  
Para determinar si existe actividad econó-

mica o si un elemento patrimonial se encuentra 
afecto a ella, se estará a lo dispuesto en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas.  

Tanto el valor del activo como el de los 
elementos patrimoniales no afectos a activida-
des económicas será el que se deduzca de la 
contabilidad, siempre que ésta refleje fielmen-
te la verdadera situación patrimonial de la 
sociedad.  

A efectos de determinar la parte del activo 
que está constituida por valores o elementos 
patrimoniales no afectos:  

1.º No se computarán los valores siguien-
tes:  

Los poseídos para dar cumplimiento a 
obligaciones legales y reglamentarias.  

Los que incorporen derechos de crédito 
nacidos de relaciones contractuales estableci-
das como consecuencia del desarrollo de 
actividades económicas.  

Los poseídos por sociedades de valores 
como consecuencia del ejercicio de la activi-
dad constitutiva de su objeto.  

Los que otorguen, al menos, el cinco por 
ciento de los derechos de voto y se posean con 
la finalidad de dirigir y gestionar la participa-
ción siempre que, a estos efectos, se disponga 
de la correspondiente organización de medios 
materiales y personales, y la entidad participa-
da no esté comprendida en esta letra.  

2.º No se computarán como valores ni co-
mo elementos no afectos a actividades econó-
micas aquellos cuyo precio de adquisición no 
supere el importe de los beneficios no distri-
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buidos obtenidos por la entidad, siempre que 
dichos beneficios provengan de la realización 
de actividades económicas, con el límite del 
importe de los beneficios obtenidos tanto en el 
propio año como en los últimos 10 años ante-
riores. A estos efectos, se asimilan a los bene-
ficios procedentes de actividades económicas 
los dividendos que procedan de los valores a 
que se refiere el último inciso del párrafo 
anterior, cuando los ingresos obtenidos por la 
entidad participada procedan, al menos en el 
90 por ciento, de la realización de actividades 
económicas.  

b) Que la participación del sujeto pasivo 
en el capital de la entidad sea al menos del 5 
por 100 computado de forma individual, o del 
20 por 100 conjuntamente con su cónyuge, 
ascendientes, descendientes o colaterales de 
segundo grado, ya tenga su origen el parentes-
co en la consanguinidad, en la afinidad o en la 
adopción.  

c) Que el sujeto pasivo ejerza efectivamen-
te funciones de dirección en la entidad, perci-
biendo por ello una remuneración que repre-
sente más del 50 por 100 de la totalidad de los 
rendimientos empresariales, profesionales y de 
trabajo personal.  

A efectos del cálculo anterior, no se 
computarán entre los rendimientos empresaria-
les, profesionales y de trabajo personal, los 
rendimientos de la actividad empresarial a que 
se refiere el número uno de este apartado.  

Cuando la participación en la entidad sea 
conjunta con alguna o algunas personas a las 
que se refiere la letra anterior, las funciones de 
dirección y las remuneraciones derivadas de la 
misma deberán de cumplirse al menos en una 
de las personas del grupo de parentesco, sin 
perjuicio de que todas ellas tengan derecho a la 
exención.  

La exención sólo alcanzará al valor de las 
participaciones, determinado conforme a las 
reglas que se establecen en el artículo 16.uno 
de esta Ley, en la parte que corresponda a la 
proporción existente entre los activos necesa-
rios para el ejercicio de la actividad empresa-
rial o profesional, minorados en el importe de 
las deudas derivadas de la misma, y el valor 
del patrimonio neto de la entidad, aplicándose 
estas mismas reglas en la valoración de las 

En los supuestos del párrafo anterior, 
cuando no existan descendientes o adop-
tados, la reducción será de aplicación a las 
adquisiciones por ascendientes, adoptan-
tes y colaterales, hasta el tercer grado y 
con los mismos requisitos recogidos ante-
riormente. En todo caso, el cónyuge su-
pérstite tendrá derecho a la reducción del 
95 por 100. 

Del mismo porcentaje de reducción, 
con el límite de 122.606,47 euros para 
cada sujeto pasivo y con el requisito de 
permanencia señalado anteriormente, 
gozarán las adquisiciones «mortis causa» 
de la vivienda habitual de la persona fa-
llecida, siempre que los causahabientes 
sean cónyuge, ascendientes o descendien-
tes de aquél, o bien pariente colateral 
mayor de sesenta y cinco años que hubie-
se convivido con el causante durante los 
dos años anteriores al fallecimiento. 

Cuando en la base imponible corres-
pondiente a una adquisición «mortis cau-
sa» del cónyuge, descendientes o adopta-
dos de la persona fallecida se incluyeran 
bienes comprendidos en los apartados 
uno, dos o tres del artículo 4 de la Ley 

                                                          
 

participaciones de entidades participadas para 
determinar el valor de las de su entidad tene-
dora. 

 
3. Reglamentariamente se determinarán: 
a) Los requisitos que deban concurrir para 

que sea aplicable la exención en cuanto a los 
bienes, derechos y deudas necesarios para el 
desarrollo de una actividad empresarial o 
profesional. 

b) Las condiciones que han de reunir las 
participaciones en entidades.» 

 
Véase además el Real Decreto 1704/1999, 

de 5 de noviembre, por el que se determinan 
los requisitos y condiciones de las actividades 
empresariales y profesionales y de las partici-
paciones en entidades para la aplicación de las 
exenciones correspondientes en el Impuesto 
sobre el Patrimonio. 
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19/1991, de 6 de junio, del Impuesto 
sobre el Patrimonio, en cuanto integrantes 
del Patrimonio Histórico Español o del 
Patrimonio Histórico o Cultural de las 
Comunidades Autónomas, se aplicará, 
asimismo, una reducción del 95 por 100 
de su valor, con los mismos requisitos de 
permanencia señalados en este apartado. 

En el caso de no cumplirse el requisito 
de permanencia al que se refiere el pre-
sente apartado, deberá pagarse la parte del 
impuesto que se hubiese dejado de ingre-
sar como consecuencia de la reducción 
practicada y los intereses de demora. 

 
3. Si unos mismos bienes en un perío-

do máximo de diez años fueran objeto de 
dos o más transmisiones «mortis causa» 
en favor de descendientes, en la segunda y 
ulteriores se deducirá de la base imponi-
ble, además, el importe de lo satisfecho 
por el impuesto en las transmisiones pre-
cedentes. Se admitirá la subrogación de 
los bienes cuando se acredite fehaciente-
mente. 

 
4. En el caso de obligación real de 

contribuir, las reducciones aplicables 
serán las establecidas en el apartado 2. 
Las mismas reducciones serán aplicables 
en el caso de obligación personal de con-
tribuir cuando el sujeto pasivo o el cau-
sante fuesen no residentes en territorio 
español. 

 
5. En las adquisiciones por título de 

donación o equiparable, si la Comunidad 
Autónoma no hubiese regulado las reduc-
ciones a que se refiere el apartado 1 o no 
resultase aplicable a los sujetos pasivos la 
normativa propia de la Comunidad, la 
base liquidable coincidirá, en todo caso, 
con la imponible, salvo lo dispuesto en los 
siguientes apartados y en la disposición 
final primera. 

 
6. En los casos de transmisión de par-

ticipaciones «inter vivos», en favor del 

cónyuge, descendientes o adoptados, de 
una empresa individual, un negocio profe-
sional o de participaciones en entidades 
del donante a los que sea de aplicación la 
exención regulada en el apartado octavo 
del artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 de 
junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, 
se aplicará una reducción en la base im-
ponible para determinar la liquidable del 
95 por 100 del valor de adquisición, 
siempre que concurran las condiciones 
siguientes: 

a) Que el donante tuviese sesenta y 
cinco o más años o se encontrase en situa-
ción de incapacidad permanente, en grado 
de absoluta o gran invalidez. 

b) Que, si el donante viniere ejercien-
do funciones de dirección, dejara de ejer-
cer y de percibir remuneraciones por el 
ejercicio de dichas funciones desde el 
momento de la transmisión. 

A estos efectos, no se entenderá com-
prendida entre las funciones de dirección 
la mera pertenencia al Consejo de Admi-
nistración de la sociedad. 

c) En cuanto al donatario, deberá man-
tener lo adquirido y tener derecho a la 
exención en el Impuesto sobre el Patri-
monio durante los diez años siguientes a 
la fecha de la escritura pública de dona-
ción, salvo que falleciera dentro de este 
plazo. 

Asimismo, el donatario no podrá rea-
lizar actos de disposición y operaciones 
societarias que, directa o indirectamente, 
puedan dar lugar a una minoración sus-
tancial del valor de la adquisición. Dicha 
obligación también resultará de aplicación 
en los casos de adquisiciones «mortis 
causa» a que se refiere la letra c) del apar-
tado 2 de este artículo. 

En el caso de no cumplirse los requisi-
tos a que se refiere el presente apartado, 
deberá pagarse la parte del impuesto que 
se hubiere dejado de ingresar como con-
secuencia de la reducción practicada y los 
intereses de demora. 
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7. La misma reducción en la base im-
ponible regulada en el apartado anterior y 
con las condiciones señaladas en sus 
letras a) y c) se aplicará, en caso de dona-
ción, a favor del cónyuge, descendientes o 
adoptados, de los bienes comprendidos en 
los apartados uno, dos y tres del artículo 4 
de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del 
Impuesto sobre el Patrimonio, en cuanto 
integrantes del Patrimonio Histórico Es-
pañol o del Patrimonio Histórico o Cultu-
ral de las Comunidades Autónomas. 

A los efectos de las adquisiciones gra-
tuitas de los bienes integrantes del Patri-
monio Histórico Español o del Patrimonio 
Histórico o Cultural de las Comunidades 
Autónomas, se considerará que el donata-
rio no vulnera el deber de mantenimiento 
de lo adquirido cuando done, de forma 
pura, simple e irrevocable, los bienes 
adquiridos con reducción de la base im-
ponible del impuesto al Estado o a las 
demás Administraciones públicas territo-
riales o institucionales. 

El incumplimiento de los requisitos 
exigidos llevará consigo el pago del im-
puesto dejado de ingresar y los corres-
pondientes intereses de demora. 
 
 

CAPÍTULO VI 
 
 

Tipo de gravamen 
 
 

Artículo 21. Tarifa. 
1. La cuota íntegra del impuesto se ob-

tendrá aplicando a la base liquidable, 
calculada según lo dispuesto en el artículo 
anterior, la escala que, conforme a lo 
previsto en la Ley 21/2001, de 27 de di-
ciembre, por la que se regulan las medidas 
fiscales y administrativas del nuevo sis-
tema de financiación de las Comunidades 
Autónomas de régimen común y Ciuda-
des con Estatuto de Autonomía, haya sido 
aprobada por la Comunidad Autónoma. 

 
2. Si la Comunidad Autónoma no hu-

biese aprobado la escala a que se  refiere 
el apartado anterior o si aquélla no hubie-
se asumido competencias  normativas en 
materia de Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones o no  resultase aplicable a los 
sujetos pasivos la normativa propia de la  
Comunidad, la base liquidable será grava-
da a los tipos que se indican en  la si-
guiente escala: 
_______________________________________________ 
Base liquidable Cuota íntegra Resto base Tipo 

 - - liquidable aplicable 

 Hasta euros Euros - - 

   Hasta euros (%) 

_______________________________________________ 
 0,00 0,00 7.993,46 7,65 
 7.993,46 611,50 7.987,45 8,50 
 15.980,91 1.290,43 7.987,45 9,35 
 23.968,36 2.037,26 7.987,45 10,20 
 31.955,81 2.851,98 7.987,45 11,05 
 39.943,26 3.734,59 7.987,46 11,90 
 47.930,72 4.685,10 7.987,45 12,75 
 55.918,17 5.703,50 7.987,45 13,60 
 63.905,62 6.789,79 7.987,45 14,45 
 71.893,07 7.943,98 7.987,45 15,30 
 79.880,52 9.166,06 39.877,15 16,15 
 119.757,67 15.606,22 39.877,16 18,70 
 159.634,83 23.063,25 79.754,30 21,25 
 239.389,13 40.011,04 159.388,41 25,50 
 398.777,54 80.655,08 398.777,54 29,75 
 797.555,08 199.291,40 En adelante 34,00 
_____________________________________ 

3. En el caso de obligación real de 
contribuir, la tarifa aplicable será la esta-
blecida en el apartado anterior. La misma 
tarifa será aplicable, en el supuesto de 
obligación personal de contribuir, en los 
casos de donación de bienes inmuebles 
situados en el extranjero o cuando el suje-
to pasivo o el causante fuesen no residen-
tes en territorio español. 

 
 

CAPÍTULO VII 
 

Deuda tributaria 
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Artículo 22. Cuota tributaria. 
1. La cuota tributaria por este impues-

to se obtendrá aplicando a la cuota íntegra 
el coeficiente multiplicador en función de 
la cuantía de los tramos del patrimonio 
preexistente que, conforme a lo previsto 
en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, 
por la que se regulan las medidas fiscales 
y administrativas del nuevo sistema de 
financiación de las Comunidades Autó-
nomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía, hayan sido apro-
bados por la Comunidad Autónoma y del 
grupo, según el grado de parentesco, 
señalado en el artículo 20. 

 
2. Si la Comunidad Autónoma no hu-

biese aprobado el coeficiente o la cuantía 
de los tramos a que se refiere el apartado 
anterior, o no resultase aplicable a los 
sujetos pasivos la normativa propia de la 
Comunidad, se aplicará el que correspon-
da de los que se indican a continuación, 
establecidos en función del patrimonio 
preexistente del contribuyente y del gru-
po, según el grado de parentesco, señala-
do en el artículo 20: 
_____________________________________ 
 Patrimonio  

 preexistente Grupos del artículo 20 

 --- __________________ 

 Euros  I y II III IV 

_____________________________________ 
De 0 a 402.678,11  ...................  1,00  1,5882  2,0 
De más de 402.678,11  
         a 2.007.380,43  ................. 1,05  1,6676  2,1 
De más de 2.007.380,43  
         a 4.020.770,98  ................. 1,10  1,7471  2,2 
De más de 4.020.770,98............ 1,20  1,9059  2,4 
_____________________________________ 
 

Cuando la diferencia entre la cuota 
tributaria obtenida por la aplicación del 
coeficiente multiplicador que corresponda 
y la que resultaría de aplicar a la misma 
cuota íntegra el coeficiente multiplicador 
inmediato inferior sea mayor que la que 

exista entre el importe del patrimonio 
preexistente tenido en cuenta para la li-
quidación y el importe máximo del tramo 
de patrimonio preexistente que motivaría 
la aplicación del citado coeficiente multi-
plicador inferior, aquélla se reducirá en el 
importe del exceso. 

En los casos de seguros sobre la vida 
se aplicará el coeficiente que corresponde 
al patrimonio preexistente del beneficiario 
y al grupo en que por su parentesco con el 
contratante estuviese encuadrado. En los 
seguros colectivos o contratados por las 
empresas en favor de sus empleados se 
estará al coeficiente que corresponda al 
patrimonio preexistente del beneficiario y 
al grado de parentesco entre éste y el 
asegurado. 

Si no fuesen conocidos los causaha-
bientes en una sucesión, se aplicará el 
coeficiente establecido para los colatera-
les de cuarto grado y extraños cuando el 
patrimonio preexistente exceda de 
4.020.770,98 euros, sin perjuicio de la 
devolución que proceda una vez que 
aquéllos fuesen conocidos. 

 
3. En la valoración del patrimonio 

preexistente del contribuyente se aplica-
rán las siguientes reglas: 

a) La valoración se realizará conforme 
a las reglas del Impuesto sobre el Patri-
monio. 

b) Cuando se trate de adquisiciones 
«mortis causa», se excluirá el valor de los 
bienes y derechos por cuya adquisición se 
haya satisfecho el impuesto como conse-
cuencia de una donación anterior realiza-
da por el causante. La misma regla se 
aplicará en el caso de acumulación de 
donaciones. 

c) En el patrimonio preexistente se in-
cluirá el valor de los bienes y derechos 
que el cónyuge que hereda perciba como 
consecuencia de la disolución de la socie-
dad conyugal. 

 
4. En el caso de obligación real de 
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contribuir, el coeficiente multiplicador 
será el establecido en el apartado 2 ante-
rior. El mismo coeficiente multiplicador 
será aplicable en el supuesto de obliga-
ción personal de contribuir, en los casos 
de donación de bienes inmuebles situados 
en el extranjero o cuando el sujeto pasivo 
o el causante fuesen no residentes en 
territorio español. 

 
Artículo 23. Deducción por doble 

imposición internacional. 
1. Cuando la sujeción al impuesto se 

produzca por obligación personal, tendrá 
el contribuyente derecho a deducir la 
menor de las dos cantidades siguientes:  

a) El importe efectivo de lo satisfecho 
en el extranjero por razón de impuesto 
similar que afecte al incremento patrimo-
nial sometido a gravamen en España. 

b) El resultado de aplicar el tipo me-
dio efectivo de este impuesto al incremen-
to patrimonial correspondiente a bienes 
que radiquen o derechos que puedan ser 
ejercitados fuera de España, cuando hu-
biesen sido sometidos a gravamen en el 
extranjero por un impuesto similar. 

2. De acuerdo con lo previsto en la 
Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la 
que se regulan las medidas fiscales y 
administrativas del nuevo sistema de 
financiación de las Comunidades Autó-
nomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía, las Comunidades 
Autónomas podrán aprobar las deduccio-
nes y bonificaciones que estimen conve-
nientes. 

En todo caso, resultarán compatibles 
con las deducciones y bonificaciones 
establecidas en la normativa estatal regu-
ladora del impuesto sin que puedan supo-
ner una modificación las mismas. 

Estas deducciones y bonificaciones 
autonómicas se aplicarán con posteriori-
dad a las reguladas por la normativa del 
Estado. 

 
Artículo 23 bis. Bonificación de la 

cuota en Ceuta y Melilla. 
1. En las cuotas de este impuesto deri-

vadas de adquisiciones «mortis causa» y 
las cantidades percibidas por los benefi-
ciarios de seguros sobre la vida, que se 
acumulen al resto de bienes y derechos 
que integran la porción hereditaria del 
beneficiario, se efectuará una bonificación 
del 50 por 100 de la cuota, siempre que el 
causante hubiera tenido su residencia 
habitual a la fecha del devengo en Ceuta o 
Melilla y durante los cinco años anterio-
res, contados fecha a fecha, que finalicen 
el día anterior al del devengo. 

No obstante, la bonificación a que se 
refiere el párrafo anterior se elevará al 99 
por ciento para los causahabientes com-
prendidos, según el grado de parentesco, 
en los grupos I y II señalados en el artícu-
lo 20 de esta ley. 

 
2. En los supuestos de adquisiciones 

«inter vivos", se aplicará una bonificación 
del 50 por 100 de la parte de la cuota que 
proporcionalmente corresponda a los 
inmuebles situados en Ceuta o Melilla. A 
los efectos de esta bonificación, tendrán la 
consideración de bienes inmuebles las 
transmisiones a título gratuito de los valo-
res a que se refiere el artículo 108 de la 
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado 
de Valores. 

3. En el caso de las demás adquisicio-
nes «inter vivos», se aplicará una bonifi-
cación del 50 por 100 de la cuota que 
corresponda cuando el adquirente tenga 
su residencia habitual en Ceuta o Melilla. 

 
4. Para la aplicación de estas bonifica-

ciones, se tendrán en cuenta las normas 
establecidas sobre residencia habitual y 
puntos de conexión en la Ley 21/2001, de 
27 de diciembre, por la que se regulan las 
medidas fiscales y administrativas del 
nuevo sistema de financiación de las 
Comunidades Autónomas de régimen 
común y Ciudades con Estatuto de Auto-
nomía. 
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CAPÍTULO VIII 
 

Devengo y prescripción 
 
 

Artículo 24. Devengo. 
1. En las adquisiciones por causa de 

muerte y en los seguros sobre la vida, el 
impuesto se devengará el día del falleci-
miento del causante o del asegurado o 
cuando adquiera firmeza la declaración de 
fallecimiento del ausente, conforme al 
artículo 196 del Código Civil. No obstan-
te, en las adquisiciones producidas en 
vida del causante como consecuencia de 
contratos y pactos sucesorios, el impuesto 
se devengará el día en que se cause o 
celebre dicho acuerdo.  

 
2. En las transmisiones lucrativas «in-

ter vivos» el Impuesto se devengará el día 
en que se cause o celebre el acto o contra-
to. 

 
3. Toda adquisición de bienes cuya 

efectividad se halle suspendida por la 
existencia de una condición, un término, 
un fideicomiso o cualquier otra limita-
ción, se entenderá siempre realizada el día 
en que dichas limitaciones desaparezcan. 

 
 
Artículo 25. Prescripción. 
1. La prescripción se aplicará de 

acuerdo con lo previsto en los artículos 
[66] y siguientes de la Ley General Tribu-
taria. 

2. En el supuesto de escrituras autori-
zadas por funcionarios extranjeros, el 
plazo de prescripción se computará desde 
la fecha de su presentación ante cualquier 
Administración española, salvo que un 
Tratado, Convenio o Acuerdo Internacio-
nal, suscrito por España, fije otra fecha 
para el inicio de dicho plazo. 

 

 
CAPÍTULO IX 

 
Normas especiales. 

 
 

Artículo 26. Usufructo y otras institu-
ciones. 

Serán de aplicación las normas conte-
nidas en los apartados siguientes a la 
tributación del derecho de usufructo, tanto 
a la constitución como a la extinción, de 
las sustituciones, reservas, fideicomisos e 
instituciones sucesorias forales: 

 
a) El valor del usufructo temporal se 

reputará proporcional al valor total de los 
bienes, en razón del 2 por 100 por cada 
período de un año, sin exceder del 70 por 
100. 

En los usufructos vitalicios se estimará 
que el valor es igual al 70 por 100 del 
valor total de los bienes cuando el usu-
fructuario cuente menos de veinte años, 
minorando a medida que aumenta la edad, 
en la proporción de un 1 por 100 menos 
por cada año más, con el límite mínimo 
del 10 por 100 del valor total. 

El valor del derecho de nuda propie-
dad se computará por la diferencia entre 
el valor del usufructo y el valor total de 
los bienes. En los usufructos vitalicios 
que, a su vez, sean temporales, la nuda 
propiedad se valorará aplicando, de las 
reglas anteriores, aquella que le atribuya 
menor valor. 

Al adquirir la nuda propiedad se efec-
tuará la liquidación, teniendo en cuenta el 
valor correspondiente a aquélla, minora-
do, en su caso, por el importe de todas las 
reducciones a que tenga derecho el con-
tribuyente y con aplicación del tipo medio 
efectivo de gravamen correspondiente al 
valor íntegro de los bienes. 

 
b) El valor de los derechos reales de 

uso y habitación será el que resulte de 
aplicar al 75 por 100 del valor de los 
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bienes sobre los que fueron impuestos las 
reglas correspondientes a la valoración de 
los usufructos temporales o vitalicios, 
según los casos. 

 
c) En la extinción del usufructo se 

exigirá el impuesto según el título de 
constitución, aplicando el tipo medio 
efectivo de gravamen correspondiente a la 
desmembración del dominio. 

 
d) Siempre que el adquirente tenga fa-

cultad de disponer de los bienes, el im-
puesto se liquidará en pleno dominio, sin 
perjuicio de la devolución que, en su caso, 
proceda. 

 
e) La atribución del derecho a disfru-

tar de todo o parte de los bienes de la 
herencia, temporal o vitaliciamente, ten-
drá a efectos fiscales la consideración de 
usufructo, y se valorará conforme a las 
reglas anteriores. 

 
f) En la sustitución vulgar se entende-

rá que el sustituto hereda al causante y en 
las sustituciones pupilar y ejemplar que 
hereda al sustituido. 

 
Artículo 27. Partición y excesos de 

adjudicación. 
1. En las sucesiones por causa de 

muerte, cualesquiera que sean las parti-
ciones y adjudicaciones que los interesa-
dos hagan, se considerará para los efectos 
del impuesto como si se hubiesen hecho 
con estricta igualdad y con arreglo a las 
normas reguladoras de la sucesión, estén 
o no los bienes sujetos al pago del im-
puesto por la condición del territorio o por 
cualquier otra causa y, en consecuencia, 
los aumentos que en la comprobación de 
valores resulten se prorratearán entre los 
distintos adquirentes o herederos. 

 
2. Si los bienes en cuya comprobación 

resultare aumento de valores o a los que 
deba aplicarse la no sujeción fuesen atri-

buidos específicamente por el testador a 
persona determinada o adjudicados en 
concepto distinto del de herencia, los 
aumentos o disminuciones afectarán sólo 
al que adquiera dichos bienes. 

 
3. Se liquidarán excesos de adjudica-

ción, según las normas establecidas en el 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimo-
niales y Actos Jurídicos Documentados 
cuando existan diferencias, según el valor 
declarado, en las adjudicaciones efectua-
das a los herederos o legatarios, en rela-
ción con el título hereditario; también se 
liquidarán los excesos de adjudicación 
cuando el valor comprobado de lo adjudi-
cado a uno de los herederos o legatarios 
exceda del 50 por 100 del valor que le 
correspondería en virtud de su título, 
salvo en el supuesto de que los valores 
declarados sean iguales o superiores a los 
que resultarían de la aplicación de las 
reglas del Impuesto sobre el Patrimonio 
Neto. 

 
Artículo 28. Repudiación y renuncia 

a la herencia. 
1. En la repudiación o renuncia pura, 

simple y gratuita de la herencia o legado, 
los beneficiarios de la misma tributarán 
por la adquisición de la parte repudiada o 
renunciada aplicando siempre el coefi-
ciente que corresponda a la cuantía de su 
patrimonio preexistente. En cuanto al 
parentesco con el causante, se tendrá en 
cuenta el del renunciante o el del que 
repudia cuando tenga señalado uno supe-
rior al que correspondería al beneficiario. 

2. En los demás casos de renuncia en 
favor de persona determinada, se exigirá 
el impuesto al renunciante, sin perjuicio 
de lo que deba liquidarse, además, por la 
cesión o donación de la parte renunciada. 

 
3. La repudiación o renuncia hecha 

después de prescrito el impuesto corres-
pondiente a la herencia o legado se repu-
tará a efectos fiscales como donación. 
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Artículo 29. Donaciones especiales. 
Las donaciones con causa onerosa y 

las remuneratorias tributarán por tal con-
cepto y por su total importe. Si existieran 
recíprocas prestaciones o se impusiera 
algún gravamen al donatario, tributarán 
por el mismo concepto solamente por la 
diferencia. 

 
Artículo 30. Acumulación de dona-

ciones. 
1. Las donaciones y demás transmi-

siones «inter vivos» equiparables que se 
otorguen por un mismo donante a un 
mismo donatario dentro del plazo de tres 
años, a contar desde la fecha de cada una, 
se considerarán como una sola transmi-
sión a los efectos de la liquidación del 
impuesto. Para determinar la cuota tribu-
taria se aplicará a la base liquidable de la 
actual adquisición el tipo medio corres-
pondiente a la base liquidable teórica del 
total de las adquisiciones acumuladas. 

 
2. Lo dispuesto en el apartado ante-

rior, a efectos de la determinación de la 
cuota tributaria, será igualmente aplicable 
a las donaciones y demás transmisiones 
«inter vivos» equiparables acumulables a 
la sucesión que se cause por el donante a 
favor del donatario, siempre que el plazo 
que medie entre ésta y aquéllas no exceda 
de cuatro años. 

 
3. A estos efectos, se entenderá por 

base liquidable teórica del total de las 
adquisiciones acumuladas la suma de las 
bases liquidables de las donaciones y 
demás transmisiones «inter vivos» equi-
parables anteriores y la de la adquisición 
actual. 
 

CAPÍTULO X 
 

Obligaciones formales 
 

Artículo 31. Declaración y liquida-

ción. 
1. Los sujetos pasivos vendrán obliga-

dos a presentar una declaración tributaria, 
comprensiva de los hechos imponibles a 
que se refiere esta ley, en los plazos y en 
la forma que reglamentariamente se fijen. 
No obstante lo anterior, podrán optar por 
presentar una autoliquidación, en cuyo 
caso deberán practicar las operaciones 
necesarias para determinar el importe de 
la deuda tributaria y acompañar el docu-
mento o declaración en el que se contenga 
o se constate el hecho imponible. 

 
2. Los sujetos pasivos deberán aplicar 

el régimen de autoliquidación del impues-
to con carácter obligatorio en las comuni-
dades autónomas en que así se establezca 
en esta ley. 

Los sujetos pasivos deberán aplicar el 
régimen de autoliquidación por los hechos 
imponibles en los que el rendimiento del 
impuesto se considere producido en el 
territorio de dichas comunidades autóno-
mas en virtud de los puntos de conexión 
aplicables de acuerdo con lo previsto en la 
Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la 
que se regulan las medidas fiscales y 
administrativas del nuevo sistema de 
financiación de las Comunidades Autó-
nomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía. 

 
Artículo 32. Deberes de las autorida-

des, funcionarios y particulares. 
1. Los órganos judiciales remitirán a 

los organismos de la Administración 
tributaria de su respectiva jurisdicción 
relación mensual de los fallos ejecutoria-
dos o que tengan el carácter de sentencia 
firme de los que se desprenda la existen-
cia de incrementos de patrimonio grava-
dos por el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones. 

 
2. Los encargados del Registro Civil 

remitirán a los mismos organismos, den-
tro de la primera quincena de cada mes, 
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relación nominal de los fallecidos en el 
mes anterior y de su domicilio. 

 
3. Los notarios están obligados a faci-

litar los datos que les reclamen los orga-
nismos de la Administración tributaria 
acerca de los actos en que hayan interve-
nido en el ejercicio de sus funciones, y a 
expedir gratuitamente en el plazo de quin-
ce días las copias que aquéllos les pidan 
de los documentos que autoricen o tengan 
en su protocolo, salvo cuando se trate de 
los instrumentos públicos a que se refie-
ren los artículos 34 y 35 de la Ley de 28 
de mayo de 1862 y los relativos a cuestio-
nes matrimoniales, con excepción de los 
referentes al régimen económico de la 
sociedad conyugal. 

Asimismo, estarán obligados a remitir, 
dentro de la primera quincena de cada 
trimestre, relación o índice comprensivo 
de todos los documentos autorizados en el 
trimestre anterior que se refieran a actos o 
contratos que pudieran dar lugar a los 
incrementos patrimoniales que constitu-
yen el hecho imponible del impuesto. 
También están obligados a remitir, dentro 
del mismo plazo, relación de los docu-
mentos privados con el contenido indica-
do que les hayan sido presentados para su 
conocimiento o legitimación de firmas. 

 
4. Los órganos judiciales, intermedia-

rios financieros, asociaciones, fundacio-
nes, sociedades, funcionarios, particulares 
y cualesquiera otras entidades públicas o 
privadas no acordarán entregas de bienes 
a personas distintas de su titular sin que se 
acredite previamente el pago del impuesto 
o su exención, a menos que la Adminis-
tración lo autorice. 

 
5. Las entidades de seguros no podrán 

efectuar la liquidación y pago de los con-
certados sobre la vida de una persona a 
menos que se justifique haber presentado 
a liquidación la documentación corres-
pondiente o, en su caso, el ingreso de la 

autoliquidación practicada. 
 
6. Se exceptúan de lo dispuesto en los 

dos números anteriores los supuestos a los 
que se refiere el número 1 del artículo 8 
de esta Ley, en los términos y con las 
condiciones allí establecidos. 

 
7. El incumplimiento de las obligacio-

nes establecidas en los números 1 al 5 
anteriores se sancionará de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 40 de esta Ley. 

Cuando se trate de órganos jurisdic-
cionales, la autoridad competente del 
Ministerio de Hacienda pondrá los hechos 
en conocimiento del Consejo General del 
Poder Judicial, por conducto del Ministe-
rio Fiscal, a los efectos pertinentes. 

 
Artículo 33. Efectos de la falta de 

presentación. 
Los documentos que contengan actos 

o contratos sujetos al Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones no se admitirán 
ni surtirán efecto en oficinas o registros 
públicos sin que conste la presentación 
del documento ante los órganos compe-
tentes para su liquidación, salvo lo previs-
to en la legislación hipotecaria o autoriza-
ción expresa de la Administración. Los 
Juzgados y Tribunales remitirán a estos 
órganos copia autorizada de los documen-
tos que admitan en los que no conste la 
nota de haber sido presentados a liquida-
ción. 

 
CAPÍTULO XI 

 
Gestión del Impuesto 

 
SECCIÓN 1.ª LIQUIDACIÓN 

 
Artículo 34. Normas generales.  
1. La competencia para la gestión y li-

quidación del impuesto corresponderá a 
las Delegaciones y Administraciones de 
Hacienda o, en su caso, a las oficinas con 
análogas funciones de las Comunidades 
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Autónomas que tengan cedida la gestión 
del tributo.  

 
2. Las Comunidades Autónomas podrán 

regular los aspectos sobre la gestión y 
liquidación de este Impuesto según lo 
previsto en la Ley 21/2001, de 27 de di-
ciembre, por la que se regulan las medidas 
fiscales y administrativas del nuevo sis-
tema de financiación de las Comunidades 
Autónomas de régimen común y Ciuda-
des con Estatuto de Autonomía. Cuando 
la Comunidad Autónoma no hubiese 
regulado dichos aspectos, se aplicarán las 
normas establecidas en esta Ley.  

 
3. No obstante lo dispuesto en el apar-

tado anterior, la competencia para esta-
blecer como obligatorio el régimen de 
autoliquidación del Impuesto corresponde 
al Estado, que introducirá en la Ley del 
Impuesto las Comunidades Autónomas en 
las que se haya establecido dicho régi-
men.  

 
4. De acuerdo con lo dispuesto en el 

apartado anterior, se establece el régimen 
de autoliquidación del impuesto con ca-
rácter obligatorio en las siguientes Comu-
nidades Autónomas: 

–Comunidad Autónoma de Andalucía. 
– Comunidad Autónoma de Aragón. 
– Comunidad Autónoma del Principa-

do de Asturias. 
– Comunidad Autónoma de las Illes 

Balears. 
– Comunidad Autónoma de Canarias. 
– Comunidad de Castilla y León. 
– Comunidad Autónoma de Cataluña. 
– Comunidad Autónoma de Galicia. 
– Comunidad Autónoma de la Región 

de Murcia. 
– Comunidad Valenciana. 
 
Artículo 35. Liquidaciones parciales 

a cuenta. 
1. Los interesados en sucesiones here-

ditarias podrán solicitar que se practique 

una liquidación parcial del Impuesto a los 
solos efectos de cobrar seguros sobre la 
vida, créditos del causante, haberes de-
vengados y no percibidos por el mismo, 
retirar bienes, valores, efectos o dinero 
que se hallaren en depósito y demás su-
puestos análogos. 

 
2. Reglamentariamente se regulará la 

forma y plazos para practicar estas liqui-
daciones y los requisitos para que los 
interesados puedan proceder al cobro de 
las cantidades o a la retirada del dinero o 
los bienes depositados. 

En las liquidaciones parciales que se 
practiquen para el cobro de seguros sobre 
la vida de cualquier tipo se tendrán en 
cuenta las reducciones previstas en el 
artículo 20 de esta Ley, con los requisitos 
y límites establecidos en el mismo. 

 
3. Las liquidaciones parciales tendrán 

el carácter de ingresos a cuenta de la 
liquidación definitiva que proceda por la 
sucesión hereditaria de que se trate. 

 
SECCIÓN 2.ª PAGO DEL 

IMPUESTO 
 

Artículo 36. Pago del Impuesto. 
1. Excepción hecha de los supuestos 

de autoliquidación, que se regirán por sus 
normas específicas, el pago de las liqui-
daciones practicadas por la Administra-
ción por el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones deberá realizarse en los pla-
zos señalados en el Reglamento General 
de Recaudación. 

 
2. El presentador del documento ten-

drá, por el solo hecho de la presentación, 
el carácter de mandatario de los obligados 
al pago del Impuesto, y todas las notifica-
ciones que se le hagan en relación con el 
documento que haya presentado, ya por lo 
que afecta a la comprobación de valores, 
ya a las liquidaciones que se practiquen, 
así como las diligencias que suscriba, 
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tendrán el mismo valor y producirán igua-
les efectos que si se hubieran entendido 
con los mismos interesados. 

 
3. El pago de la deuda tributaria podrá 

realizarse mediante entrega de bienes 
integrantes del Patrimonio Histórico Es-
pañol que estén inscritos en el Inventario 
General de Bienes Muebles o en el Regis-
tro General de Bienes de Interés Cultural, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
69.2 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, 
del Patrimonio Histórico Español. 

 
SECCIÓN 3.ª APLAZAMIENTO Y 
FRACCIONAMIENTO DE PAGO 

 
 Artículo 37. Norma general. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los ar-

tículos siguientes de esta sección, en el 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones 
serán aplicables las normas sobre aplaza-
miento y fraccionamiento de pago esta-
blecidas en el Reglamento General de 
Recaudación. 

 
Artículo 38. Aplazamiento y fraccio-

namiento por las oficinas de gestión. 
1. Los órganos competentes para la 

gestión y liquidación del Impuesto podrán 
acordar el aplazamiento, por término de 
hasta un año, del pago de las liquidacio-
nes practicadas por causa de muerte, 
siempre que no exista inventariado efecti-
vo o bienes de fácil realización suficientes 
para el abono de las cuotas liquidadas y se 
solicite antes de expirar el plazo regla-
mentario de pago. La concesión del apla-
zamiento implicará la obligación de abo-
nar el interés de demora correspondiente. 

 
2. En los mismos supuestos y condi-

ciones podrán acordar el fraccionamiento 
de pago, en cinco anualidades como má-
ximo, siempre que se garantice el pago en 
la forma que reglamentariamente se de-
termine. 

 

3. Asimismo, podrá acordarse el apla-
zamiento del pago, en las mismas condi-
ciones a que hacen referencia los números 
anteriores, hasta que fuesen conocidos los 
causahabientes en una sucesión. 

 
Artículo 39. Supuestos especiales de 

aplazamiento y fraccionamiento. 
1. El pago de las liquidaciones giradas 

como consecuencia de la transmisión por 
herencia, legado o donación de una em-
presa individual que ejerza una actividad 
industrial, comercial, artesanal, agrícola o 
profesional o de participaciones en enti-
dades a las que sea de aplicación la exen-
ción regulada en el punto dos del apartado 
octavo del artículo 4 de la Ley 19/1991, 
de 6 de junio, del Impuesto sobre el Pa-
trimonio, podrá aplazarse, a petición del 
sujeto pasivo deducida antes de expirar el 
plazo reglamentario de pago o, en su caso, 
el de presentación de la autoliquidación, 
durante los cinco años siguientes al día en 
que termine el plazo para el pago, con 
obligación de constituir caución suficiente 
y sin que proceda el abono de intereses 
durante el período de aplazamiento. 

 
2. Terminado el plazo de cinco años 

podrá, con las mismas condiciones y 
requisitos, fraccionarse el pago en diez 
plazos semestrales, con el correspondiente 
abono del interés legal del dinero durante 
el tiempo de fraccionamiento. 

 
3. Lo dispuesto en los números ante-

riores sobre aplazamiento y fracciona-
miento de pago será, asimismo, aplicable 
a las liquidaciones giradas como conse-
cuencia de la transmisión hereditaria de la 
vivienda habitual de una persona, siempre 
que el causahabiente sea cónyuge, ascen-
diente o descendiente de aquél, o bien 
pariente colateral mayor de sesenta y 
cinco años, que hubiese convivido con el 
causante durante los dos años anteriores al 
fallecimiento. 
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4. En los seguros sobre la vida en los 
que el causante sea a su vez el contratante 
o el asegurado en el seguro colectivo y 
cuyo importe se perciba en forma de ren-
ta, se fraccionará a solicitud del beneficia-
rio el pago del impuesto correspondiente 
en el número de años en los que perciba la 
pensión, si la renta fuera temporal, o en 
un número máximo de quince años si 
fuere vitalicia, mientras no se ejercite el 
derecho de rescate. 

El aplazamiento no exigirá la constitu-
ción de ningún tipo de caución sin que 
devengue tampoco ningún tipo de interés. 

Por la extinción de la pensión dejarán 
de ser exigibles los pagos fraccionados 
pendientes que, no obstante, lo serán en 
caso de ejercitarse el derecho de rescate. 

Reglamentariamente se determinará el 
procedimiento para la aplicación de lo 
dispuesto en este apartado. 

 
 

CAPÍTULO XII 
 

Infracciones y sanciones 
 

Artículo 40. Régimen sancionador. 
1. Las infracciones tributarias del im-

puesto regulado en esta ley serán califica-
das y sancionadas con arreglo a lo dis-
puesto en la Ley General Tributaria, sin 
perjuicio de las especialidades previstas 
en esta ley. 

 
2. El incumplimiento de la obligación 

a que se refiere el apartado 2 del artículo 
18 de esta ley se considerará infracción 
grave y la sanción consistirá en multa 
pecuniaria fija de 500 euros. 

La sanción se graduará incrementando 
la cuantía resultante en un 100 por ciento 
si se produce la comisión repetida de 
infracciones tributarias. 

La sanción impuesta de acuerdo con lo 
previsto en este apartado se reducirá con-
forme a lo dispuesto en el apartado 3 del 
artículo 188 de la Ley General Tributaria. 

DISPOSICIONES 
ADICIONALES 

 
D. A. primera.  
La cesión del rendimiento del Impues-

to a las Comunidades Autónomas se regi-
rá por lo dispuesto en la correspondiente 
Ley de Cesión. 

 
D. A. segunda. Adecuación de la 

normativa del Impuesto a lo dispuesto en 
la Sentencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, de 3 de septiembre de 
2014 (asunto C-127/12), y regulación de 
la declaración liquidación de los contri-
buyentes que deban tributar a la Adminis-
tración Tributaria del Estado. 

Uno. Adecuación de la normativa del 
Impuesto a lo dispuesto en la Sentencia 
del Tribunal de Justicia de la Unión Eu-
ropea, de 3 de septiembre de 2014. 

1. La liquidación del impuesto aplica-
ble a la adquisición de bienes y derechos 
por cualquier título lucrativo en los su-
puestos que se indican a continuación se 
ajustará a las siguientes reglas: 

a) En el caso de la adquisición de bie-
nes y derechos por herencia, legado o 
cualquier otro título sucesorio, si el cau-
sante hubiera sido residente en un Estado 
miembro de la Unión Europea o del Espa-
cio Económico Europeo, distinto de Es-
paña, los contribuyentes tendrán derecho 
a la aplicación de la normativa propia 
aprobada por la Comunidad Autónoma en 
donde se encuentre el mayor valor de los 
bienes y derechos del caudal relicto situa-
dos en España. Si no hubiera ningún bien 
o derecho situado en España, se aplicará a 
cada sujeto pasivo la normativa de la 
Comunidad Autónoma en que resida. 

b) En el caso de la adquisición de bie-
nes y derechos por herencia, legado o 
cualquier otro título sucesorio, si el cau-
sante hubiera sido residente en una Co-
munidad Autónoma, los contribuyentes 
no residentes, que sean residentes en un 
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Estado miembro de la Unión Europea o 
del Espacio Económico Europeo, tendrán 
derecho a la aplicación de la normativa 
propia aprobada por dicha Comunidad 
Autónoma. 

c) En el caso de la adquisición de bie-
nes inmuebles situados en España por 
donación o cualquier otro negocio jurídi-
co a título gratuito e «intervivos», los 
contribuyentes no residentes, que sean 
residentes en un Estado miembro de la 
Unión Europea o del Espacio Económico 
Europeo, tendrán derecho a la aplicación 
de la normativa propia aprobada por la 
Comunidad Autónoma donde radiquen los 
referidos bienes inmuebles. 

d) En el caso de la adquisición de bie-
nes inmuebles situados en un Estado 
miembro de la Unión Europea o del Espa-
cio Económico Europeo, distinto de Es-
paña, por donación o cualquier otro nego-
cio jurídico a título gratuito e «intervi-
vos», los contribuyentes residentes en 
España tendrán derecho a la aplicación de 
la normativa propia aprobada por la Co-
munidad Autónoma en la que residan. 

e) En el caso de la adquisición de bie-
nes muebles situados en España por dona-
ción o cualquier otro negocio jurídico a 
título gratuito e «intervivos», los contri-
buyentes no residentes, que sean residen-
tes en un Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Euro-
peo, tendrán derecho a la aplicación de la 
normativa propia aprobada por la Comu-
nidad Autónoma donde hayan estado 
situados los referidos bienes muebles un 
mayor número de días del período de los 
cinco años inmediatos anteriores, conta-
dos de fecha a fecha, que finalice el día 
anterior al de devengo del impuesto. 

 
2. A efectos de lo dispuesto en este ar-

tículo, se considerará que las personas 
físicas residentes en territorio español lo 
son en el territorio de una Comunidad 
Autónoma cuando permanezcan en su 
territorio un mayor número de días del 

período de los cinco años inmediatos 
anteriores, contados de fecha a fecha, que 
finalice el día anterior al de devengo. 

 
3. Cuando en un solo documento se 

donen por un mismo donante a favor de 
un mismo donatario distintos bienes o 
derechos y por aplicación de las reglas 
expuestas en el apartado 1 anterior resulte 
aplicable la normativa de distintas Comu-
nidades Autónomas, la cuota tributaria a 
ingresar se determinará del siguiente 
modo: 

1.° Se calculará el tipo medio resultan-
te de aplicar al valor del conjunto de los 
bienes y derechos donados la normativa 
del Estado y la de cada una de las Comu-
nidades Autónomas en las que radiquen o 
estén situados parte de tales bienes y 
derechos. 

2.° Se aplicará al valor de los bienes y 
derechos que radiquen o estén situados en 
cada Comunidad Autónoma el tipo medio 
obtenido por la aplicación de su normati-
va propia, de lo cual se obtendrá una 
cuota tributaria a ingresar, correspondien-
te a dichos bienes y derechos. 

 
Dos. Regulación de la declaración-

liquidación de los contribuyentes que 
deban tributar a la Administración Tribu-
taria del Estado. 

Los contribuyentes, que deban cum-
plimentar sus obligaciones por este im-
puesto a la Administración Tributaria del 
Estado, vendrán obligados a presentar una 
autoliquidación, practicando las operacio-
nes necesarias para determinar el importe 
de la deuda tributaria y acompañar el 
documento o declaración en el que se 
contenga o se constate el hecho imponi-
ble. Al tiempo de presentar su autoliqui-
dación, deberán ingresar la deuda tributa-
ria resultante en el lugar, forma y plazos 
determinados reglamentariamente por el 
Ministro de Hacienda y Administraciones 
Públicas. 
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DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS 

 
........................ 
 
Segunda.  
Subsistirán los derechos adquiridos al 

amparo de las exenciones y reducciones 
que establecían el Texto Refundido de la 
Ley del Impuesto y las disposiciones a 
que se refiere la disposición final primera. 
Por derechos adquiridos se entenderán tan 
sólo los que se acredite que, efectivamen-
te, han comenzado a ejercitarse antes de la 
entrada en vigor de esta Ley, sin que la 
mera expectativa pueda reputarse derecho 
adquirido. 

 
Tercera.  
No obstante lo dispuesto anteriormen-

te, quedarán exentas las adquisiciones por 
herencia, legado o donación de los bonos 
de caja de los Bancos industriales y de 
negocios a que se refiere el Decreto-ley 
de 29 de noviembre de 1962, siempre que 
hubiesen sido adquiridos por el causante o 
donante con anterioridad al día 19 de 
enero de 1987 .............. 

En caso de amortización de los títulos 
a que se refiere al párrafo anterior, el 
producto de la misma podrá ser reinverti-
do en otros bonos de caja de Bancos in-
dustriales y de negocios para completar 
los requisitos necesarios para gozar de la 
exención o conservar el derecho a su 
disfrute. 

 
Cuarta.  
Asimismo, cuando el contrato se hu-

biese celebrado antes de la publicación 
del proyecto de esta Ley en el «Boletín 

Oficial de las Cortes»5, la percepción de 
cantidades por los beneficiarios de contra-
tos de seguro sobre la vida, continuará 
disfrutando de los beneficios fiscales 
establecidos en los artículos 19.1, 3.º, y 
20.1, 1.º, 3.º, 4.º y 5.º del texto refundido 
de la Ley del Impuesto General sobre las 
Sucesiones, aprobado por Decreto 
1018/1967, de 6 de abril. ............ 

 
Sexta.  
La implantación con carácter obligato-

rio del régimen de declaración-liquidación 
del impuesto, en las diferentes Comuni-
dades Autónomas, será establecido por el 
Estado conforme éstas vayan establecien-
do un servicio de asistencia al contribu-
yente para cumplimentar dicha autoliqui-
dación. 

 
 
 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 

Primera.  
1. Las disposiciones contenidas en es-

ta Ley comenzarán a regir el día 1 de 
enero de 1988, quedando derogados a 
partir de su entrada en vigor el texto re-
fundido aprobado por Decreto 
1.018/1967, de 6 de abril, así como las 
demás disposiciones anteriores que se 
opongan a lo establecido en la misma. No 
obstante, se aplicarán en sus propios tér-
minos y con los requisitos y condiciones 
en cada caso exigidos, los beneficios 
fiscales establecidos en la Ley 49/1981, 
de 24 de diciembre, para la adquisición 
por herencia, legado o donación de explo-
taciones familiares agrarias. 

                                                 
 
5 El  proyecto de Ley fue publicado en el 

«Boletín Oficial de las Cortes» el día 19 de 
enero de 1987.  
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.............. 
 

Tercera.  
Las Leyes de Presupuestos Generales 

del Estado podrán modificar las reduccio-
nes de la base imponible, los tramos de la 
base liquidable, los tipos de la tarifa, la 
cuantía de los tramos del patrimonio pre-
existente y los coeficientes multiplicado-
res a que se refiere el artículo 22. 

Cuarta.  
Los incrementos de patrimonio a título 

gratuito adquiridos por las entidades a que 
se refieren los artículos IV y V del Acuer-
do sobre Asuntos Económicos entre el 

Estado español y la Santa Sede de 3 de 
enero de 1979, estarán exentos en el Im-
puesto sobre Sociedades, cuando concu-
rran las condiciones y requisitos exigidos 
por dicho acuerdo para disfrutar de exen-
ción en el impuesto que grava las suce-
siones y donaciones. 

El mismo beneficio será aplicable a 
las Asociaciones confesionales no católi-
cas reconocidas, cuando concurran las 
condiciones y requisitos establecidos en 
los artículos 6.º y 7.º de la Ley Orgánica 
7/1980, de 5 de julio, sobre Libertad Reli-
giosa

  


